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EXPEDIENTE ARBITRAJE Nº  AR – 03/2015

MODALIDAD: EQUIDAD
DEMANDANTES.-  Dña. XXXXX, D. XXXXX, D. XXXXX, Dña. XXXXX y D. XXXXX.
DEMANDADA.-  Cooperativa XXXXX
LAUDO 02 / 2016

En Ciudad Real, a cuatro de marzo de dos mil dieciséis.
Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXXX de Toledo, XXXXX, provisto con D.N.I. nº XXXXX, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR – 03/2015, en virtud de Resolución de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha de fecha 03 de noviembre de 2015, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Equidad las cuestiones que me han sido planteadas por las partes, exponiendo a continuación los siguientes 

ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE DÑA. XXXXX Y OTROS ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE SOCIOS ANTE LA ENTIDAD XXXXX
Doña XXXXX, con D.N.I. nº XXX, junto con Don XXXXX,  con D.N.I. nº XXX, con Don XXXXXX, con D.N.I. nº XXX, también junto con Doña XXXXXX, con D.N.I. nº XXX y finalmente por parte de  Don XXXXX, con D.N.I. nº XXX, estando legitimados todos ellos activamente en este procedimiento, dada su condición de socios de los co-demandantes de la cooperativa XXXXX, en su escrito inicial de fecha 03 de junio de 2015, de solicitud de arbitraje en la modalidad de Equidad, que dio lugar en su conjunto al presente expediente arbitral, en el que se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.-  Que los co-demandantes señalaron su condición de socios de la entidad demandada, así como su aportación todos ellos de uva blanca de variedad VERDEJO a la Cooperativa en la Campaña 2013/2014, por un global entre los cinco socios afectados de 489.360 kgs de uva de la referida variedad.
SEGUNDO.-    Se señala que en el mes de diciembre de 2014 se habría realizado una liquidación de la uva verdejo a 0,0120 €/kilogrado, mientras que por la Cooperativa se efectuaron liquidaciones a los socios por las aportaciones de uva blanca variedad AIRÉN a un precio superior de 0,0157 €/kilogrado.

La parte actora mostró su disconformidad con los precios establecidos en base a dos motivos: i) la uva verdejo tiene una calidad superior a la variedad airén, aspecto que justificaría una precio mayor que por el que se ha realizado la liquidación; ii) que se habría vendido a terceros la ya cuantificada cantidad de uva verdejo mezclada con uva de variedad airén.
TERCERO.-   Igualmente, los co-demandantes alegan que por parte del Presidente de la entidad a la fecha de la liquidación (diciembre 2014) se habría estado difundiendo que la mezcla de vinos mencionada estaría prohibida, sin embargo, por parte de éstos se reitera la plena legalidad de dicha operación, aspecto a destacar en los fundamentos de la presente resolución arbitral, por cuanto parte de los socios, actores en el procedimiento, eran a esa fecha miembros del Consejo Rector.
CUARTO.-   Los co-demandantes como conclusión de su escrito de inicio, solicitaron de este Árbitro que declarara en su laudo de forma expresa la obligación para la Cooperativa de: "Liquidar la uva verdejo de los demandantes correspondientes a la campaña 2013/2014 como mínimo como la uva airén, es decir, a 0,0157 €/kilogrado, y, en consecuencia, se abone por la Cooperativa a los demandantes la diferencia con respecto a la liquidación realizada de la uva verdejo a 0,0120 €/kilogrado en referida campaña."
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por su parte, la  Cooperativa XXXXX con domicilio social en la localidad de XXX - XXX, provincia de Ciudad Real, en XXX, número X, provista de C.I.F. nº XXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, al letrado del ICA de Toledo, Don XXXXX colegiado nº XXX, que contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y contestación de fecha 11 de septiembre de 2015 en el que se plantearon de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   Por la representación de la Cooperativa demandada, se solicitó en su escrito de fecha 23 de junio de 2015 el ARCHIVO del procedimiento en base a los siguientes argumentos: i) el objeto del arbitraje no se encontraría entre las materias sobre las que las partes tienen poder de disposición; ii) el precio de la liquidación trae su causa de los precios obtenidos en el mercado por la venta de los vinos elaborados por las distintas variedades de uva; iii) considera la demandada que la intervención del Árbitro carece de la competencia necesaria dado que se trata de la actividad empresarial de la entidad; y iv) el precio de la uva no se fija por los socios, sino por el órgano de administración en función de los resultados derivados de la comercialización del producto final.

A dicha solicitud se opusieron los demandantes en base a que la normativa arbitral fija como criterio para establecer las materias sujetas a su actividad su "carácter negocial o dispositivo", y se señala que respecto de la controversia sobre el precio de liquidación de uva no cabe su encuadramiento dentro del derecho imperativo, y por ello reiteraba, en base a la cláusula estatutaria de sumisión arbitral, la continuación del procedimiento.

Finalmente, la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación de este Consejo, acordó en su escrito de fecha 02 de septiembre de 2015 la continuación del procedimiento, dando plazo a la Cooperativa para que aportara su escrito de oposición,  en base al siguiente fundamento:

"La pretensión de los demandantes se concreta en conocer si su producción de uva 
verdejo en la campaña 2013-2014, se ha vendido mezclada con la uva airén, 
reclamando en caso afirmativo, que al menos el rendimiento de la uva verdejo sea 
equiparable al de la uva airén, por entender  que el rendimiento de la mezcla de ambas 
uvas no puede ser inferior al de la propia uva airén, si tenemos en cuenta que la uva 
verdejo tiene siempre en el mercado  un valor superior. No se persigue entonces alterar 
los precios de mercado, sino más bien, sobre los mismos, determinar la liquidación que 
en equidad corresponde a su producción de uva verdejo."
SEGUNDO.-   A la vista de la resolución anteriormente citada, la Cooperativa formuló escrito de contestación, de fecha 25 de septiembre de 2015, planteando de inicio cómo cuestiones previas, las siguientes excepciones:
a) Reitera la falta de acción entre las partes en esta concreta controversia, por considerar que este órgano arbitral no podría condenar a la sociedad demandada a abonar un precio por la uva que no sería resultado de las operaciones y actividades en el mercado, sino de una decisión unilateral, que no estaría en relación con el obtenido por la venta del vino elaborado por los kilos de uva aportados por sus socios.
b) Alega al tiempo la extemporaneidad de la acción ejercitada, porque a juicio de la Cooperativa habría caducado el plazo para impugnación del acuerdo del Consejo Rector de fecha 01 de diciembre de 2014  - en el que se acordó la liquidación de uva objeto de impugnación -, dado que según el artículo 68.3 de la Ley 11/2010 se establece un plazo de seis meses para impugnar acuerdos nulos y de un mes para los anulables, en base a que desde el día 11 de diciembre de 2014, fecha en la que se envió la transferencia de pago de la liquidación ahora impugnada, los demandantes conocían la misma y las cantidades devengadas.
c) Para finalizar, la materia objeto de este arbitraje, a juicio de la demandada, sólo podría resolverse alegando la infracción de norma o de precepto jurídico, o en su caso, de la norma estatutaria, aspectos todos ellos que deben ser recogidos en un arbitraje bajo la modalidad de Derecho, por lo que se muestra la disconfomidad más absoluta sobre su tramitación y resolución como de equidad, que perjudicaría a la parte que debe someterse a un laudo fundado en premisas y criterios no jurídicos, y no a las normas autonómicas y/o estatales de aplicación.

En este punto concreto, la parte actora se opuso por escrito ante esta 
excepción, de fecha 30 de septiembre de 2015, por el que señaló que se 
demandaba de la Cooperativa una liquidación más justa, estableciendo como 
mínimo la realizada a la uva variedad airén, destacando el contenido de la 
cláusula de sumisión arbitral, así como el artículo 15 del Reglamento aplicable al 
presente procedimiento en cuanto a su opción por la modalidad de equidad. Al 
tiempo se alegó por los demandantes, que esa modalidad en absoluto provoca la 
indefensión de parte 
procesal alguna, y que el Árbitro, aunque no deba ceñirse 
únicamente a las normas de Derecho, está obligado a justificar su decisión, de 
manera que su laudo siempre deberá ser congruente y razonable.
TERCERO.-   Tras formular las anteriores excepciones, la demandada pasó a detallar su contestación a la demanda inicial, empezando por la admisión en sus términos  respecto de lo recogido en ella sobre la realidad de las cosechas de verdejo de los socios y la cláusula de sumisión arbitral, así como de los precios liquidados para cada una de las variedades de uva vinificable.
CUARTO.-    Con respecto a la mezcla de uvas de las variedades airén y verdejo que se citaba en el escrito de solicitud, la demandada señalaba la imposibilidad de facto de tal combinación, dado que la uva verdejo es una variedad más temprana que la airén, de forma que la totalidad de uva variedad verdejo recolectada de la Campaña 2013/2014 (500.520 kgs.) fue elaborada entre los días 10 a 14 de septiembre, acreditando en la documentación que la recolección de uva variedad airén dio inicio el día 20 de septiembre de 2013, por lo que sería del todo imposible la mezcla de uvas alegada. A más se señala por la Cooperativa, que lo que si fueron finalmente mezclados fueron los vinos de estas variedades en fecha 09 de junio de 2014.

Dicha mezcla se pudo realizar ya autorizada de acuerdo a la normativa vigente, por la previa descalificación de aquéllos vinos que tengan la condición de varietales, como sería en este procedimiento, el elaborado con uva verdejo.

QUINTO.-   Se destaca por la Cooperativa demandada que uno de los demandantes, D. XXXXX (vicepresidente del Consejo Rector hasta el día 10 de agosto de 2014) actuando en su propio nombre, y el actual Secretario del Consejo, D. XXXXX, padre de otros dos socios demandantes en el procedimiento, según afirma la entidad: "fueron nombrados Consejeros Delegados del Consejo Rector con facultades para vender el vino de la variedad verdejo. Dicho cometido lo ejercitaban habida cuenta de que entre sus dos familias recolectaban el 60% de la uva verdejo entregada en la Sociedad Cooperativa".

Dichos "vendedores" y entonces miembros del órgano de administración, según la Cooperativa, habrían rechazado operaciones de venta del vino verdejo en condiciones ventajosas, lo que hubiera mejorado la liquidación final respecto de la uva variedad airén. Pero que llegado el mes de junio de 2014 y en consideración al hecho de que el vino de uva airén tenía un precio aceptable, mientras que el verdejo no encontraba compradores en esa fecha, se adoptó la decisión de su mezcla para poder proceder a su venta a la empresa XXXXX., proceso que tuvo lugar a partir del día 09 de junio de 2014 hasta que el traslado de vinos finalizó el día 14 de agosto de 2014, previas las oportunas declaraciones ante los órganos competentes para su descalificación como tal vino varietal verdejo.
SEXTO.-  Continua señalando la Cooperativa, que los socios actuantes en su mayoría, también aportan uva de la variedad airén, por cuya venta de los vinos elaborados con ella, se le fueron ingresando anticipos en sus liquidaciones, pero dado que no se vendía vino verdejo esa del todo imposible liquidar cantidad alguna a cuenta de los kilos de uva de esa variedad aportada, de esta forma, los primeros anticipos por uva verdejo sólo se pudieron hacer efectivos en fecha 22 de agosto de 2014, es decir, cuando se había vendido mezclado el verdejo con el  vino blanco airén, proceso que justificaría el rendimiento tan reducido de ese producto.
SÉPTIMO.- Ante lo solicitado por los co-demandantes, se opone de contrario por la Cooperativa, que la pretendida equiparación entre el precio obtenido por la media de venta de la uva airén y la de los productores de uva verdejo, desembocaría en el enriquecimiento injusto de éstos últimos, en base a dos argumentos: i) que la uva airén tuvo un rendimiento del 77%, mientras que la verdejo se redujo a un 68%; y ii) al hecho de que el precio medio de venta del blanco airén fue de 2,1775 € /hectogrado, mientras que las partidas vendidas de vino mezclado con verdejo lo fueron en dos contratos a un precio muy inferior, uno a 1,86 €/hectogrado (contrato de fecha 14/05/2014) y el último a 1,6828 €/hectogrado (contrato de fecha 30/06/2014).
OCTAVO.-  Finalizó su escrito de contestación la Cooperativa demandada  solicitando del Árbitro que dictara Laudo desestimando íntegramente el escrito de demanda formulado por los co-demandantes.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 04 de diciembre de 2015, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron conjuntamente en la sede de la Dirección Provincial de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Ciudad Real, sita en Carretera de Fuensanta, s/n, de la ciudad de Ciudad Real, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Equidad, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia los demandantes, DON XXXXX, con D.N.I. nº XXX, de DON XXXXX, con DNI nº XXX, y de DON XXXXX, con DNI nº XXX, bajo la asistencia letrada de Don XXXXX, colegiado nº XXX del ICA de Ciudad Real; así como de la parte demandada, la Cooperativa XXXXX,  representada en este acto por su presidente a la fecha de la vista  DON XXXXX, con DNI nº XXX, de su Tesorero DON XXXXX, provisto de DNI nº XXX, y de su Vocal 1º, DON XXXXX, con DNI nº XXX, junto con el letrado del ICA de Toledo, Don XXXXX, colegiado nº XXX.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que las partes solicitaron que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, de igual manera, y en coherencia con el acuerdo de este Árbitro de 1 de diciembre de 2015, por el que se admitieron los medios de prueba de interrogatorio y testificales solicitados por las partes, aunque denegándose las certificaciones que sobre el precio abonado por la uva variedad verdejo y airén en otras Cooperativas y/o Bodegas de la zona que se había pedido, dado que en nada afectan o vinculan en el presente procedimiento, referido en forma estricta a la esfera interna de la actividad de la entidad cooperativa y entre sus propios socios, sin que en nada pueda verse afectada por terceros a ella; para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron la necesidad de establecer sus conclusiones en forma escrita, por lo que se tuvo por finalizada la vista, a expensas de la aportación de las mismas para que se dictara la presente resolución,  de forma que los co-demandantes las remitieron en fecha 16 de diciembre de 2015, mientras que la Cooperativa demandada las aportó en fecha 21 de diciembre.
A la vista de los antecedentes expuestos, aún cuando al ser arbitraje de equidad no son preceptivos fundamentos jurídicos, el Árbitro que suscribe considera de necesaria inclusión los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional establecida en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, fijándose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
Los co-demandantes solicitaron la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 03 de junio de 2015, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. 

De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado, aunque requirió de este órgano que debió ajustarse su tramitación y resolución a la modalidad en Derecho.


No es injustificado recordar en este punto, que la facultad de decidir si el arbitraje es de equidad o de Derecho no puede ser objeto de delegación en un tercero. Por ello, esta decisión no puede delegarse en una institución arbitral, como se pretende por la Cooperativa, ni en la aplicación de un reglamento institucional que atribuya dicha facultad a la institución arbitral. Ello no obstante, la remisión de las partes a un reglamento, como ocurre en este caso en vía estatutaria, que determine esa preferencia por la modalidad de equidad implica que la decisión de someter la controversia a la misma, no recae en el Árbitro sino que ha sido determinado por las partes a través de la aplicación de dicha norma reglamentaria justificada en la cláusula de sumisión arbitral.

Debemos finalmente recordar en esta cuestión a la Cooperativa demandada - cuando además reproduce por propia iniciativa el precepto en su contestación -, que la elección de la modalidad en equidad se justifica en que la de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, frente a la opción expresa que la parte actora estableció por la modalidad de equidad, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para el de Derecho en la normativa estatal, en concreto en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Fundamento del arbitraje de equidad.
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio, con la Constitución. Como consecuencia más inmediata de dicha doctrina es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

Para dar el verdadero significado y expresión de los límites y facultades que tienen cabida dentro del arbitraje de equidad, este órgano arbitral considera necesario señalar los criterios que desde la doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales definen a esta figura jurídica.

Desde la perspectiva constitucional se fija entre otras resoluciones por el Tribunal Constitucional, Sentencia de la Sala 2ª de 16 de marzo de 1988, en el que señala que “la  función que cumple el arbitraje de equidad es la de constituir una vía de solución de conflictos mediante la decisión de terceros a los que se otorga un amplio margen de ponderación de las circunstancias de las actitudes según su leal saber y entender, flexibilidad ésta de ponderación que separa el juicio de equidad del basado en Derecho estricto y que lleva a concebir el objeto de la controversia como un todo orgánico”; de manera que los árbitros tienen la posibilidad de ponderar, calibrar, graduar y atemperar la solución que estimen procedente, buscando así soluciones intermedias entre las posiciones máximas de las partes. 

En especial, si el árbitro de equidad es licenciado en Derecho nada le impide, si así lo quiere hacer, aplicar las normas legales – sea directamente, o por analogía, o mediante las cláusulas de abuso de derecho y fraude de ley -, en su caso mediante moderación equitativa de las normas y sólo en ausencia absoluta de ellas decidir según equidad, a lo que le faculta el convenio arbitral, del mismo modo que una norma legal expresa ha de facultar al Juez a decidir de manera exclusiva en equidad (artículo 3.2 Código Civil).


Estamos ante un proceso especial, ajeno a la jurisdicción ordinaria con simplicidad de formas procesales y uso de arbitrio en el de equidad, sin necesidad de motivación jurídica, aunque dando a las partes la oportunidad adecuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias. Siendo de aplicación los principios de igualdad ante las partes, audiencia, contradicción y flexibilidad, que se recogen en el artículo 4 del Reglamento y en el artículo 24 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

Por lo ya afirmado, el Tribunal Supremo en las resoluciones de la Sala de lo Civil define el arbitraje de equidad – STS 22 de junio de 2009, recogiendo otras como la STS de 30 de mayo de 1987 y las SSTS de 8 y 20 de noviembre de 1985 -, como aquel en el que los laudos no deben desconocer o contravenir las normas de Derecho positivo, pero que fundamentalmente deben atenerse a criterios de justicia material fundados en principios y premisas que sirvan para fundar la argumentación del laudo, de manera que cuando es un arbitraje de equidad resulta especialmente relevante la justicia del resultado obtenido y su coherencia con los principios que le son de aplicación al caso.

 Así también se recoge por otros órganos jurisdiccionales como la SAP Castellón de 11 de diciembre de 2008 -  y  más recientemente las SSAP Madrid de 30 de junio de 2010 y 30 de septiembre de 2010 -, que definen el arbitraje de equidad como aquel en que la resolución del conflicto interindividual de intereses se alcanza por los árbitros con arreglo a su leal saber y entender, sin necesidad de proceder a la aplicación de las normas jurídicas estatales, o de ámbito autonómico, como sucede en el presente caso. 

Finalmente, la STSJ de Galicia de 02 de mayo de 2012 concreta el sentido de este arbitraje en equidad, en el que se exige al efecto de su argumentación en la exposición de razones conforme a la experiencia, reglas lógicas, conocimientos científicos, así como los usos, los criterios éticos y de convivencia generalmente aceptados en cada sector de las relaciones sociales, y no a sujetarse únicamente a criterios jurídicos estrictos, a semejanza de una resolución judicial.
CUARTO.-  Sobre la excepción planteada por la Cooperativa en materia de caducidad de la acción y sobre la inexistencia de acción entre las partes susceptible de resolución por medios extrajudiciales.
Este órgano arbitral, con carácter previo a valorar el fondo de la controversia planteada, y ante las excepciones alegadas de inicio, viene a resolver sobre las mismas, comenzando sobre la caducidad de la acción, lo que conduciría, de estimarse, a la finalización del procedimiento.

No cabe por este Árbitro la admisión de la excepción planteada, por cuanto los procedimientos arbitrales son en esencia anti formalistas, más aun cuando se trata como en el presente caso de su tramitación bajo su modalidad de equidad.
Como ha declarado el Tribunal Constitucional, el arbitraje de equidad   “constituye … uno de los supuestos a los que indirectamente se refiere el art. 3.2 Cc. Cuando… autoriza su uso de manera exclusiva en las resoluciones de los tribunales en el caso de que la Ley expresamente lo permita” (STC 43/1988, de 16 de marzo). La utilización de la equidad como elemento interpretativo no convierte el arbitraje de derecho en un arbitraje de equidad (SAP Madrid 14 septiembre 1990). En el arbitraje de equidad “los árbitros no tienen precisión de acomodarse al rigor de las reglas procesales o sustantivas establecidas por la Ley” (STS 14 julio 1986) sino que pueden “decidir con libertad de criterio y fundamentos y empleando fórmulas flexibles que escapan al control judicial, que ha de detenerse ante el fondo de lo resuelto por el árbitro dentro de su competencia”. La única limitación que tiene el árbitro en el arbitraje de equidad es que ha de motivar el laudo, a menos que las partes hayan convenido otra cosa (artículo 37.4 Ley de Arbitraje).

La modalidad bajo la que se dirime este procedimiento supone en cuanto a la obtención de una “solución” que, como ya se ha reflejado en el apartado anterior, debe analizar y definir el conflicto como una unidad. A lo anterior hay que añadir el propio control previo de admisión que la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación del Consejo Regional lleva a cabo. Todo ello conduce a reiterar la desestimación de la excepción de caducidad planteada, procediendo a entrar en la valoración del fondo del asunto.
Respecto a la solicitud que realiza la Cooperativa, sobre el archivo del procedimiento por la ausencia de acción entre las partes, sin perjuicio de la resolución que sobre la misma dictó en su acuerdo la Comisión de Arbitraje, en la que señalaba la continuación de aquél e inadmitiendo de hecho esta misma cuestión; este órgano considera que estamos ante una reclamación sobre un pretendido derecho o facultad, ejercitado entre los socios y la entidad cooperativa con origen en esa misma actividad cooperativizada, por lo que cabe señalar como en el primer supuesto, el acuerdo sobre la desestimación de la excepción de incompetencia formulada, aspecto distinto será que esa misma relación societaria de los co-demandantes de origen a una valoración sobre los hechos objeto de debate, vinculante sobre los derechos y obligaciones de éstos.
QUINTO.- Sobre la relación societaria dentro de una Cooperativa y la aplicabilidad de los Principios Cooperativos.
La interposición de demandas en vía jurisdiccional y/o arbitral en materia cooperativa  han generado numerosa jurisprudencia de nuestros tribunales y pronunciamientos de los Árbitros en sus laudos, que obliga a éstos últimos, sujetos a los principios de contradicción y de igualdad entre la partes, a que no se puedan emplear criterios distintos a los que ya han incorporado en sus fundamentos jurídicos en controversias anteriores, y en base a la relevancia que en esta materia suponen como un elemento normativo y de interpretación.

Los co-demandantes, en su escrito de inicio únicamente han argumentado sus pedimentos sobre el principio de un trato discriminatorio a las liquidaciones practicadas a  la variedad de uva verdejo aportada por ellos, como tales socios,  a la Cooperativa en sus respectivas liquidaciones en los siguientes puntos: a) alegando falta de información sobre la venta de vinos realizada con la variedad verdejo que les impediría conocer los motivos de esa liquidación más perjudicial; b) que solicitan que se les otorgue un tratamiento a sus liquidaciones en idéntica cuantía que la realizada a los socios con uva blanca de variedad airén.
Con posterioridad, la parte actora justificaba esa equiparación en su escrito de solicitud de medios de prueba (01/12/2015) en el hecho de que durante el mandato del anterior Presidente de la entidad, vigente hasta agosto de 2014, se habría adoptado según su expresión literal: "el acuerdo verbal de que el precio de la uva verdejo se liquidase al mismo precio que la uva airén en la campaña 2013/2014."
Continuaron en esa misma línea argumental los demandantes señalando que, no sólo en este caso concreto, sino que habría quedado demostrado en la vista celebrada que "existía desde siempre, en la Cooperativa, el acuerdo de que si se vendía el vino sin mezclar, se liquidaba el varietal al precio que se hubiera vendido, pero que si se vendía mezclado, el precio de los varietales sería el mismo precio al que se liquidara el vino cencibel en tinto, y el airén en blanco."; de forma y manera que estaríamos ante una norma no escrita, o costumbre admitida en la Cooperativa.
A más, se consideraba por los actores que el incumplimiento de ese pacto tácito, denominado por los testigos que depusieron en el procedimiento bajo el tenor literal de un "pacto de caballeros", pero del que no existe constancia - o cuando menos, alguna referencia en la vida de la sociedad en forma escrita -, desembocaba de facto en un fraude contra éstos y en una violación de esa establecida "costumbre" como fuente del Derecho y de interpretación respecto de las ambigüedades y omisiones con origen en las relaciones contractuales, invocada por aquéllos al amparo del artículo 1.287 del Código Civil.
Lo expuesto de inicio, y antes de proceder al estudio de las fuentes del Derecho que nuestro ordenamiento jurídico reconoce y protege, hay que delimitar la aplicabilidad de aquéllas dentro de una figura específica y consubstancial para toda norma o actuación que afecte al modelo cooperativo, bien en su naturaleza esencial o en la regulación de las diferentes clases dentro de esta figura, que afectan y que vinculan en cualquier aspecto de la vida cooperativa y obteniendo un sentido ante las diferentes controversias que se puedan producir en su ámbito, siendo aún más importante en un procedimiento como el presente, bajo la modalidad de equidad, ya que esos principios y valores son los elementos distintivos de las organizaciones y empresas cooperativas. 
Ya en 1844, los denominados "Pioneros de Rochdale", fundadores de la primera cooperativa de la historia, habían formulado un sistema de principios simple, claro y contundente, que les aseguró la conducción de la organización en beneficio de sus miembros. Todos ellos tienen una gran relevancia, pero en este caso concreto, hay que ponerlo en relación con el primer principio de “puertas abiertas”, que deben inspirar la constitución y el funcionamiento de las sociedades cooperativas y de sus socios, por cuanto supone de libertad de ingreso y de salida, pero fundamental de integración con el interés general de la entidad.
Así, es doctrina reiterada en numerosos laudos dictados por este mismo órgano arbitral sobre la Sociedad Cooperativa, que por su propia naturaleza y principios que la informan, le son de aplicación diferentes criterios a los que se someten las sociedades de naturaleza mercantil:

"Originalmente se configuró su contenido como primer principio cooperativo de <Libre adhesión y libre retiro>, que en la nueva redacción dada por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de “Adhesión voluntaria y abierta”.

El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo 
como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que 
provoque la salida de alguien de una cooperativa. Como bien dice este Principio 
sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 

a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, como ocurre en las empresas mercantiles.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que correspondan.
El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico español en el artículo 1 del Código Civil, que se ve reproducido en similares términos en el vigente artículo 2.2 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre.
Esos mismos principios, en concreto el tercero “Participación económica de los asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de forma equitativa. 

El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa debe tener una viabilidad económica y de rentabilidad a largo plazo, tanto en la cantidad de producto que gestiona la entidad como en unos ingresos que hagan posible hacer frente a las responsabilidades ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto con sus socios libremente ha contraído."
Junto a ese punto de inicio ya desarrollado, hay que adicionar el segundo principio cooperativo de "Control democrático de los miembros", es decir, aquel que define al modelo cooperativo conformado por organizaciones democráticas controladas por sus miembros, quienes participan activamente en la definición de las políticas y en la toma de decisiones; y al que hay que combinar con el tercer principio ya citado de "Participación económica de los miembros", que se concreta en que los miembros contribuyen equitativamente a la constitución del capital de su cooperativa y lo gestionan democráticamente, que en nuestra normativa regional se traduce en el artículo 35.2 de la Ley 11/2010, cuando  señala como derecho de los socios: " Con carácter general, todos los socios ostentan en condiciones de igualdad los mismos derechos económicos y políticos."

No puede ser admitido, como parece deducirse que en este procedimiento estemos ante una mera y simple relación contractual entre la Cooperativa y terceros ajenos que se encuentre regida por el Código Civil o por la normativa mercantil - cómo se alega desde los demandantes -, como si estuviéramos ante un contrato cuyas omisiones debieran ser objeto de aclaración, interpretación o de subsanación, lo que devendría en una garantía exigible y previsible tanto sobre unos precios como sobre condiciones pactadas en la venta de uva, a semejanza de una Bodega cuando realiza su compra a los proveedores, y por tanto, en una posición de estricta ajeneidad respecto de la marcha y los resultados de la entidad compradora. 

Sin embargo, esta no es la verdadera situación ante la que nos encontramos, sino ante la de unos socios demandantes que son plenos co-empresarios de la Cooperativa y que están sujetos a las consecuencias y resultados de la actividad societaria en general, y además, en particular cuando en esa misma campaña agraria en la que se aportó la uva verdejo y las consiguientes operaciones y procesos de compraventa están bajo su control y supervisión directa, dado que hasta el mes de agosto de 2014 de forma directa o indirecta, parte de los demandantes han venido desempeñando sus cargos como miembros del Consejo Rector, con plenos poderes de gestión y de representación sobre XXXXX.

Esta asunción alícuota sobre el riesgo empresarial no es una afirmación en el ámbito teórico, puesto que la resolución del Tribunal Supremo en la sentencia de su Sala Primera, STS nº 48 de fecha 06 de febrero de 2014 (Ponente: D. XXXXX), que estudia la aplicación de la ya derogada norma regional Ley 20/2002 de Cooperativas, señala en su fundamento jurídico Séptimo que "los principios que informan el régimen jurídico de las sociedades cooperativas son muy diferentes a los que informan las sociedades de capital", y continua nuestro alto tribunal estableciendo que respecto a la función del capital social, éste "tiene en la sociedad cooperativa una función muy diferente a la que tiene en la sociedad de capital, de modo que no constituye el criterio básico para atribuir a los socios los derechos políticos y económicos en la sociedad, papel que corresponde a la actividad cooperativizada."; que es el criterio básico de participación y de asunción de derechos y/o obligaciones en la sociedad cooperativa. 


Tal es así, que en el caso que ante la solicitud de baja de los socios se considera por el Tribunal que el capital aportado por el socio, es "un capital de riesgo, que puede disminuir o incluso desaparecer como consecuencia de la imputación de las pérdidas de la cooperativa, hasta el punto de que el importe de la liquidación del reembolso resultará deudor para el socio (art. 61.3 de la ley autonómica)", actualmente recogido en letra b) del artículo 82.2 de la Ley 11/2010 de Cooperativas castellano manchega.

Como ya se ha expuesto, ha existido, y nadie lo ha refutado de contrario, un real y auténtico control directo e indirecto sobre las operaciones de compraventa de uva verdejo por algunos de los demandantes, aspecto que se ratificó en la vista por el entonces vicepresidente, don XXXXX, que en su testimonio en la vista reconoció que fue rechazada una operación de compraventa de vino verdejo en el mes de noviembre de 2013 por considerarla insuficiente y por un precio superior al que finalmente se vendió en junio de 2014, lo que no permite a los actores alegar desconocimiento o su no participación en las operaciones y negociaciones desarrolladas para la venta del vino verdejo - de las que tuvieron el pleno conocimiento, control y decisión final para su venta a terceros -, con la lógica oscilación de precios en mercado, asumiendo así los riesgos empresariales y posibles pérdidas que ello puede conllevar en el precio final, como tales socios y representantes de la Cooperativa, de hecho también el Secretario del Consejo entonces y a la fecha de este procedimiento es el padre de dos de los demandantes, como así finalmente sucedió. 


No podemos obviar tampoco el hecho objetivo y comprobable cronológicamente, que no sólo las operaciones relacionadas con la venta del vino verdejo eran plenamente conocidas y objeto de control por los demandantes, sino que también se ordenó por parte de ellos, como tal órgano de administración societario, tanto la exigida previa descalificación del vino verdejo de la campaña 2013 como vino de mesa para su venta mezclado con la firma de D. XXXXX como presidente el 03 de junio de 2014 (documento nº 12 de la contestación), como las mismas operaciones de venta del vino mezclado (documentos nº 38 y 41 de la contestación) en los meses de mayo y junio de 2014, cuando aún no se había procedido a la renovación parcial del Consejo Rector, sin que hicieran constar en modo alguno la existencia de una garantía de precio mínimo a los socios aportantes de uva verdejo o sobre la cuantificación final de los rendimientos de las distintas variedades de uva.

Si ponemos en relación los principios ya explicitados con los testimonios recogidos en la vista y alegado por las partes nos encontramos, y así se reconoce de forma expresa por los co-demandantes en sus escritos, al invocar una presunta costumbre o "acuerdo tácito", que no se podido demostrar que sobre ésta el resto de socios conozcan ni de su existencia ni de su contenido, y esta afirmación no es gratuita por cuanto: i) los miembros del Consejo Rector a la fecha de los hechos en su mayoría son los beneficiarios directos o indirectos de ese pacto o acuerdo, al ser los mayores productores de uvas varietales que se aportan a la sociedad y de las garantías de precio mínimo que se habrían establecido ante la venta, en su caso, de vinos sujetos a mezcla; ii) que realmente no se pretende por los actores que ese "tope" mínimo de precio referenciado se aplique a la concreta operación de venta (que se realiza por el Consejo Rector),  sino que se pretende que se retrotraiga ese efecto al resultado medio de conjunto de ventas de vino de variedad airén desde el inicio de campaña 2013/2014, cuando se habían mantenido líneas de negocio, imputación de beneficios y de ventas totalmente diferenciadas de producto hasta que se llevó a cabo la descalificación del varietal; iii) que la venta del vino verdejo se realiza mezclado con airén por su bajo precio en el mercado y ante la disminución en sus características ante potenciales compradores; iv) se reconoce expresamente que estaríamos ante un acuerdo sobre precios del Consejo Rector en sus funciones como tal órgano de administración, aunque extrañamente no se ha recogido en acta alguna de éste, ni en una comunicación a terceros, ni consta tan siquiera una mera cita en documento ni acta alguna posterior o coetánea en su adopción que delate que fuera pública, o al menos conocida, tanto la existencia del acuerdo, como su contenido por el resto de socios; v) que tanto las partes como los testigos que depusieron en la vista eran o habían sido miembros del Consejo Rector, y sin perjuicio de testimonios contradictorios entre ellos sobre si existía o no ese pacto tácito, no se aportó prueba alguna de que una mayoría de socios ajenos a ese órgano conocieran dicho acuerdo y sus consecuencias; vi) que dicho acuerdo, de existir debería haber sido aprobado por la Asamblea General dado que se otorga un trato diferenciado a unos socios sobre la mayoría, o al menos, como mínimo haber sido puesto en su conocimiento, en base a ese segundo principio cooperativo citado de gestión democrática y máxime, cuando el abono de esas cantidades adicionales que se pretenden por los demandantes tienen que tener su financiación por la aportación del conjunto de la masa social, afectando entonces a terceros que desconocerían de la existencia de esa concreta obligación.

A la vista de los principios y de la normativa cooperativa, no puede tener acogida la pretensión de los co-demandantes, por cuanto ha quedado probado que la parte actora no solo tuvo en todo momento la información sobre los procesos de venta de la uva aportada, sino que además controló las negociaciones de venta de ese vino, acordó la descalificación del vino de variedad verdejo y finalmente ejecutó su venta mezclada con el vino blanco airén; de igual manera no ha justificado a lo largo del procedimiento en modo alguno ni tampoco acreditado la existencia de ese alegado acuerdo del Consejo Rector o su contenido real, sin perjuicio de que en el siguiente punto se examine el señalado por los demandantes argumento de que ese acuerdo serían en realidad una costumbre con fuerza jurídica en la Cooperativa XXXXX.
SEXTO.- Sobre la aplicación de la costumbre como fuente de Derecho y la vigencia de los pactos parasociales en el modelo cooperativo
La consideración sobre la naturaleza del ya expresado "pacto de caballeros" por las propias partes en sus escritos, que además se pretende hacer valer por los demandantes como si se tratara de una costumbre en forma expresa en los siguientes términos: "Quedó demostrado que existía, desde siempre, en la Cooperativa, el acuerdo de que si se vendía el vino sin mezclar, se liquidaba el varietal al precio que se hubiera vendido, pero que si se vendía mezclado, (...)", a más, se recogía como una conducta que se había hecho siempre, de forma "que no era opinable porque era una norma de la Cooperativa"; lo que exige su estudio detallado sobre si concurre la adecuación a los requisitos para su consideración como tal norma aplicable, o en una posible interpretación analógica como integrada en la figura mercantil de los denominados por la doctrina  pactos parasociales.
a) Acuerdo societario como costumbre jurídica.


Tal como se señala en el artículo 1.1 del Código Civil, una de las fuentes del Derecho sería la costumbre, que muchos autores definen como el modelo de conducta observado reiteradamente en una comunidad que, de acuerdo con el ambiente social en el que nace y se desenvuelve, obliga a los miembros de dicha comunidad a cumplirla. Por ello se habla de la existencia de un elemento material (la reiteración de un comportamiento) y un  elemento espiritual  (la elevación de ese comportamiento a modelo de conducta); siendo la obligación en su observancia lo que caracteriza a la costumbre como tal fuente jurídica.

De acuerdo con el artículo 1.3 del Código Civil, para que la costumbre tenga el carácter de fuente del Derecho es necesario que no sea contraria a la moral o al orden público, y que sea probada; es decir, quién invoca la existencia de una costumbre jurídica está obligado a demostrar su existencia, sin perjuicio de que al amparo del artículo 281.2 de la LEC, dicha prueba no será necesaria si las partes estuvieran conformes en su existencia y contenido.


Si ponemos en contraste esa afirmación con los hechos y medios de prueba practicados, no puede admitirse que ese acuerdo sobre el pago de un precio de uva garantizado en el supuesto de mezcla de vinos cumpla ese carácter exigido de una costumbre probada para ser considerada como tal norma de la Cooperativa, y aún menos podemos admitir que existan pruebas o constancia que haya acreditado que bien las concretas partes en este conflicto, o bien que el conjunto de los socios de la Cooperativa XXXXX tuviera conocimiento previo o hubiera mostrado su conformidad a la existencia y contenido de esa pretendida norma consuetudinaria.
b)  Acuerdo societario como pactos parasociales.

Aunque esta figura se contempla en las sociedades de capital, no en las personalistas como son las sociedades cooperativas, creemos de interés profundizar en esta figura al efecto de delimitar si fuera posible la inclusión del alegado acuerdo cooperativo de precios mínimos garantizados dentro de la misma.

Los pactos parasociales son acuerdos adoptados entre los socios de una Sociedad, ya sea por todos o sólo algunos de ellos que pretenden "completar, concretar o modificar sus relaciones internas y las relaciones legales o estatutarias que las rigen". Aunque estuvieron prohibidos por la Ley de Sociedades Anónimas de 1951, la reforma realizada a dicha norma en 1989 y la norma de sociedades limitadas de 1995, junto con la vigente Ley de Sociedades de Capital no entran en la validez de estos pactos. Simplemente dice el artículo 29 LSC que "los pactos que se mantengan reservados entre los socios no serán oponibles a la sociedad". Sin embargo, si serán oponibles a los propios contratantes, siempre que respeten los límites generales a la libertad de contratación.

Esta clase de acuerdos dentro de las sociedades de capital ha tenido un incremento acentuado, en cuanto forma de anticipación a problemas que van surgiendo, aunque con una función protectora del socio (minoritarios, inversiones, aportantes de intangibles,...) que en el supuesto de Cooperativas se ven protegidos de inicio por ese carácter de sociedad en la que el socio cuenta per se, y no por su capital social en la entidad.


Los pactos parasociales pueden agruparse bajo algunas de esta categorías: a) pactos de relación, que regulan las relaciones entre los socios  - en el que se podría intentar encuadrar el acuerdo general defendido por los demandantes - ; b) pactos de atribución, en los que los socios atribuyen ventajas a la sociedad; c) pactos de organización, que regulan la organización y funcionamiento de la sociedad; d) pactos sobre la administración; y  e) pactos sobre la Junta General.

Respecto a su eficacia, los pactos parasociales tienen carácter contractual y su eficacia deriva de esta misma naturaleza, por ello, consecuentemente, aunque estaríamos en el supuesto acuerdo objeto de este procedimiento ante los que la doctrina alemana considera como "pactos parasociales omnilaterales", esto es, los acuerdos entre socios referidos a la sociedad que no se incorporan a los estatutos sociales, pero que se celebran entre todos los socios, lo que exigiría una forma escrita como garantía - dada la interdicción de los pactos reservados -, puesto que en realidad ese acuerdo parasocial que recoge la voluntad de todos los socios, sería una verdadera acta de Asamblea Universal con los requisitos y garantías establecidas en el artículo 44.3 de la Ley 11/2010, que a la vista de que no consta en forma escrita algún acuerdo sobre los precios mínimos garantizados de uva, tampoco es admisible la posible inclusión del mismo como esta clase de pacto parasocial, que pudiera sería oponible a las liquidaciones practicadas a los socios demandantes por el Consejo Rector de XXXXX.

En consideración con el examen en este apartado, junto con los argumentos incorporados en el anterior punto, sólo cabe declarar la desestimación íntegra de la solicitud de arbitraje formulada por los co-demandantes, y aunque novedosamente se impugnó en la vista el acta del Consejo Rector de fecha 1 de diciembre de 2014, por la que se procedió a la liquidación de las distintas variedades de uva aportadas a la Cooperativa, la misma no puede admitirse no sólo por no constituir el objeto del procedimiento que iniciaron éstos, sino porque además no se impugnan en sus escritos las cuantificaciones de las liquidaciones por uva airén ni tampoco de la derivada de la mezcla de vinos, solicitando únicamente la EQUIPARACIÓN de trato con la media de liquidación de airén de toda las operaciones de venta en la campaña, sin dejar de reiterar que la gran mayoría de las operaciones de venta de la que se obtuvieron esas liquidaciones se negociaron, autorizaron y fueron perfeccionadas por parte de los demandantes en su calidad de miembros del Consejo Rector.
SÉPTIMO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación íntegra de la demanda de arbitraje de fecha tres de junio de dos mil quince, interpuesta por Dña. XXXXX y otros socios, por la que se expresamente se solicitaba de este órgano arbitral la declaración por la Cooperativa demandada de liquidación de la uva blanca variedad verdejo aportada por éstos en la Campaña 2013/2014, a un precio del kilogrado en una cuantía fijada, como mínimo, en el importe en el que se había realizado a los socios que habían aportado uva blanca de variedad airén en la referida campaña agrícola.
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.
Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Ciudad Real, a cuatro de marzo de dos mil dieciséis.
Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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